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PRÓLOGO 

Este libro contiene las ponencias presentadas y discutidas du­
rante las sesiones de 2008 de nuestro Seminario del Departamento 
de Derecho Penal y Criminología de la Facultad de Derecho de la Uni­
versidad de Buenos Aires que versó sobre "El sistema penal en las 
sentencias recieq.tes de los órganos interamericanos de protección" de 
los derechos humanos". Se trata de una cuestión actual tan central 
como compleja de nuestras disciplinas por cuanto la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, al igual que muchas cortes sometidas a la 
jurisdicción del sistema interamerica.I].o de control del respeto de los 
derechos fundamentales, dice estar obligada a acatar y aplicar sin fil­
tro de ninguna especie las decisiones y opiniones de esas institucio­
nes internacionales. 

Dos han sido los descubrimientos más llamativos que salta­
ron a la luz en nuestras discusiones. En una mano nos parece haber 
encontrado un sistema que en su loable afán de conseguir justicia 
para las víctimas de crímenes gravísimos ha traspasado excesiva­
mente los límites más elementales que el derecho establece en pro­
tección del acusado, límites que deberían regir aunque·esté acusado 
de ser verdugo en hechos aberrantes. En la otra mano ~r,eemos ha­
ber visto, de un modo casi comprobado, que el sistema estudiado se 
ha convertido, aparentemente, en un Estado detrás del Estado que 
ordena a los países miembros del sistema dictar leyes, construir 
obras públicas, demoler constituciones y, en lo que más importa a 
nuestra materia, resolver los casos penales, incluso los ya cerrados 
por sentencia firme no fraudulenta: de determinada manera. 

Respecto del primer problema la perplejidad frente a este po­
sible hallazgo es notable. Naturalmente que nunca va a despertar de­
masiado la atención del jurista que un tribunal internacional de pro­
tección de los derechos fundamentales sentencie que la prisión 


